Influencia del derecho internacional en el derecho argentino. 
La relación entre el derecho internacional y el derecho interno. 
Cuando hablamos de la relación entre el derecho internacional y el derecho interno, lo hacemos en base a un solo derecho internacional y múltiples derechos internos, es decir, tantos derechos como estados que agrupa la comunidad internacional. 
En cuanto a la relación entre uno y los otros, hay dos posiciones tanto en la doctrina como jurisprudencia que han abordado este tema. Estas son: La teoría dualista y la monista. 
· La teoría dualista: Sostiene la separación e independencia del DIP (derecho internacional público) y de los derechos internos. Cada uno de ellos tiene diversas fuentes, materias y destinatarios -sujetos-. Para estos tanto el derecho interno e internacional, constituyen dos órdenes jurídicos distintos.
· La teoría monista: Afirma que el DIP y los derechos internos conforman un solo ordenamiento jurídico. Tiene un concepto unitario de todo el derecho. Lo que implica la necesidad de establecer una relación jerárquica entre las normas internas -de cada estado- y las normas internacionales. Así, habría dentro de un único sistema jurídico, dos subsistemas, con normas de derecho interno y de derecho internacional. 

Dicho esto, y mencionadas las teorías receptadas por la doctrina a nivel internacional, nos vamos a centrar ahora en la relación del DIP y el derecho interno argentino. 





Antes de la reforma constitucional de 1994: 
Teníamos en la constitución nacional dos normas pertinentes: el articulo 27, según el cual los tratados deben estar en conformidad con los principios de derecho público establecidos en la CN, y el articulo 31,según el cual la constitución, las leyes y los tratados son la ley suprema de la nación.
De estos artículos se desprendía la supremacía de la constitución con respecto a los tratados internacionales (art.27) y la paridad jerárquica entre estos y las leyes federales (art.31), posición que durante muchos años sostuvo la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
Esta normativa constitucional dejó a la interpretación jurisprudencial aspectos importantes, como la jerarquía de normas que son la ley suprema de la nación. O los alcances del articulo 27 que establece una supremacía de la CN y sus principios por sobre los tratados. 
Dichos artículos, daban lugar a que se aplicara el derecho interno por sobre el derecho internacional. 
Luego, con el paso del tiempo, podemos ver como a partir de distintos casos, empieza a cambiar el paradigma sobre la interpretación de estos artículos. A modo de ejemplo podemos ver: 
A partir de los casos Martín y Cía Ltda. c/Administración General de Puertos (1963), y
Esso SA Petrolera Argentina c/Gobierno Nacional (1968), en los que se cuestionaba que
decretos-leyes del Poder Ejecutivo derogaron beneficios establecidos en tratados, la
CSJN puso en pie de completa igualdad tratados y leyes, al entender que el artículo 31
de la CN no atribuía superioridad a los tratados respecto a las leyes del Congreso,
siendo ambos calificados como “ley suprema de la Nación”. Concluyendo en su fallo
que una ley posterior puede derogar un tratado anterior. Adoptó así una vieja
jurisprudencia de la Corte Suprema de EEUU (Caso Cherokee Tobacco de 1870). Ley y
tratado tenían el mismo grado, y cuando versen sobre el mismo objeto se tratará de dar
efecto a ambos. Pero, si son incompatibles, el último en el tiempo prevalecerá sobre elotro.
Esta postura, adoptada en nuestro derecho por los fallos de la CSJN, podían hacer que el
estado argentino hiciera prevalecer una disposición legal por sobre un tratado. Una ley,
norma unilateral de derecho interno, podía derogar una norma internacional, establecida
por la nación por un tratado bilateral o multilateral, celebrado con otros estados,
vulnerando el principio del “pacta sunt servanda”, y pudiendo generar responsabilidad
para el estado argentino (frente a los otros celebrantes del tratado).



Los tratados y el texto constitucional de 1994: 
La reforma constitucional sancionada en 1994.
La evolución de la jurisprudencia fue receptada en la constitución nacional con las reformas que se le introdujeron. Las mismas han ubicado al país en la tendencia hoy predominante, enrolada en un monismo atenuado, con predominio del derecho internacional en casos claramente determinados.
La constitución nacional hace clasificaciones. Todos los tratados son hoy ley suprema de la nación, según el artículo 31. Pero algunos tendrán jerarquía constitucional, y otros serán meramente supra legales (es decir, que están por encima de la ley, pero por debajo de la constitución).
· Tienen JERARQUIA CONSTITUCIONAL los instrumentos internacionales de DDHH, mencionados en el articulo 75 inc.22 (en la constitución nacional), y en los que en el futuro incluya el congreso con el voto de las 2/3 partes de los miembros totales de cada cámara (una vez aprobados como cualquier tratado). Hasta hoy se incorporaron tres nuevos instrumentos.
· Tratados por encima de la ley pero por debajo de la constitución: Son todos los tratados internacionales, así como los concordatos celebrados con la Santa Sede de carácter ordinario. Todos ellos tienen calidad de supra legales, pero infra constitucionales, porque están sujetos a los principios de derecho público constitucionales según el artículo 27 de la CN. 
Tratados de derechos humanos con jerarquía constitucional enumerados en la constitución nacional: En el artículo 74 inc.22 menciona a los siguientes:
· La convención Americana sobre Derechos Humanos
· El pacto internacional de derechos Civiles y Políticos y su protocolo facultativo
· El pacto internacional de derechos Económicos, sociales y culturales
· La convención sobre la prevención y sanción del delito de Genocidio.
· La convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial.
· La convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.
· La convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.
· La convención sobre los derechos del niño.
Tratados de derechos humanos con jerarquía constitucional no enumerados en la constitución nacional:
El último párrafo del artículo 75 inc.22 – como ya mencionamos- contempla la posibilidad que otros tratados sobre derechos humanos luego de ser aprobados por el congreso obtengan jerarquía constitucional requiriéndose para ello el voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada cámara.
De este modo, obtuvieron jerarquía constitucional, los siguientes tratados:
· La convención Americana sobre desaparición forzada de Personas (ley 24.556) del año 1995.
· La convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad (ley 24.584) del año 1995.
· La convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (ley 26.387) del año 2008.
Las facultades internacionales de las provincias de acuerdo a la reforma constitucional de 1994.
El articulo 124 establece que las provincias pueden también celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la nación, no afecten facultades delegadas al gobierno Federal, y tampoco al crédito público de la nación.

